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El fracaso de las zonas económicas especiales 
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Resumen

Las Zonas Económicas Especiales (ZEE) en Colombia, implementadas como parte de 
las políticas neoliberales de desarrollo territorial, han fracasado en cumplir sus prome-
sas de generación de empleo, transferencia tecnológica e integración económica regional. 
Este artículo analiza críticamente el modelo de ZEE adoptado en Colombia desde 2005, 
examinando sus limitaciones estructurales, sus efectos sobre la desigualdad territorial y 
su incapacidad para generar un desarrollo sostenible e inclusivo. A través del análisis de 
casos específicos como la Zona Franca de Bogotá y las ZEE del Caribe colombiano, se 
demuestra cómo estas políticas han profundizado las brechas regionales y han favoreci-
do principalmente a las élites económicas. El ensayo propone alternativas de desarrollo 
territorial basadas en la economía social, la participación comunitaria y la diversificación 
productiva endógena como vías para superar las limitaciones del modelo neoliberal, de 
zonas especiales.
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Abstract

Special Economic Zones (SEZ) in Colombia, implemented as part of neoliberal, territorial development 
policies, have failed to fulfill their promises of job creation, technology transfer, and regional economic 
integration. This article critically analyzes the SEZ model adopted in Colombia since 2005, examining its 
structural limitations, its effects on territorial inequality, and its inability to generate sustainable and inclu-
sive development. Through the analysis of specific cases such as the Bogotá Free Zone and the SEZs of the 
Colombian Caribbean, it is demonstrated how these policies have deepened regional gaps and have mainly 
favored economic elites. The essay proposes territorial development alternatives based on social economy, 
community participation, and endogenous productive diversification as ways to overcome the limitations 
of the neoliberal, model of special zones.

Keywords: Special economic zones, territorial development, neoliberalism, regional inequality, alternative public 
policies.
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Introducción

Las Zonas Económicas Especiales (ZEE), conoci-
das en Colombia como Zonas Francas, fueron es-
tablecidas mediante la Ley 1004 de 20051 como 
instrumentos para atraer inversión, generar empleo 
y promover la competitividad regional. Según esta 
ley, su finalidad es “ser instrumento para la creación 
de empleo y para la captación de nuevas inversiones 
de capital” (Ley 1004 de 2005, art. 1). No obstante, 
estudios recientes han evidenciado que su impacto 
ha sido limitado y desigual. Un informe técnico de 
la Asociación de Zonas Francas (2020) concluye que 
“el régimen franco ha beneficiado principalmente 
a grandes empresas en regiones con infraestructura 
consolidada, sin lograr una redistribución efectiva 
del desarrollo”. La organización Dejusticia también 
advierte que “las zonas francas han generado dispa-
ridades tributarias y no han cumplido plenamente 
sus objetivos económicos” (2021). Estas críticas han 
llevado a cuestionar el modelo actual, especialmente 
por el alto costo fiscal que representa para el Estado 
frente a los beneficios concentrados en pocos actores 
económicos (Asociación de Zonas Francas, 2020).

Las ZEE han sido promovidas durante las últimas 
dos décadas como una solución —“muy viable”— 
para el desarrollo territorial en Colombia. Desde la 
expedición del Decreto 2685 de 19992 y posterior-
mente la Ley 1004 de 2005, el Estado colombiano, 
ha apostado por este modelo de desarrollo basado en 
incentivos fiscales, flexibilización laboral y atracción 
de inversión extranjera directa3 como mecanismo 
para impulsar el crecimiento económico regional y la 
competitividad internacional (DNP, 2019). No obs-
tante, más de quince años después de su implemen-
tación masiva, las evidencias empíricas demuestran 

1  Por la cual se modifican un régimen especial para estimular la inversión y se dictan otras disposiciones (Ley 1004 De 2005 - Gestor 
Normativo, 2005.).

2   Por el cual se modifica la Legislación Aduanera (Decreto 2685 De 1999 - Gestor Normativo, 1999)

3  La Inversión Extranjera Directa (IED) es aquella que tiene como propósito crear un vínculo duradero con fines económicos y empresa-
riales de largo plazo, por parte de un inversionista extranjero en el país receptor. (Secretaria de Economía, 2016)

4  “La meta del desarrollo endógeno es empoderar a las comunidades locales en tomar el control de su propio proceso de desarrollo” 
(Tapia, 2008, p. 1).

5  El neoliberalismo es una teoría económica que defiende el libre mercado y limitar el papel del Estado como la clave para el avance 
tecnológico y la prosperidad económica. (Montes, 2024).

que las ZEE no solo han fracasado en cumplir sus 
objetivos declarados, sino que han contribuido a 
profundizar las desigualdades territoriales y a conso-
lidar un modelo de desarrollo excluyente y ambien-
talmente insostenible.

El concepto de desarrollo territorial trasciende la 
simple atracción de inversiones o la generación de 
empleo precario; implica la construcción de capaci-
dades endógenas,4 la participación democrática de 
las comunidades en la definición de su futuro pro-
ductivo y la articulación equilibrada entre los dife-
rentes sectores económicos y sociales de un territorio 
(Boisier, 2005). En este sentido, las ZEE representan 
una manifestación particular del modelo neoliberal 
de desarrollo5 que privilegia la eficiencia del merca-
do por encima de la equidad social y la sostenibili-
dad ambiental.

Este ensayo analiza críticamente el fracaso de las 
ZEE en Colombia como política de desarrollo terri-
torial, examinando tanto sus limitaciones estructura-
les como sus impactos diferenciados en las regiones 
donde han sido implementadas. El caso colombiano, 
resulta especialmente relevante para comprender las 
contradicciones inherentes al modelo neoliberal, de 
zonas especiales, no solo por la extensión temporal 
de su implementación, sino también por la diversi-
dad geográfica y económica de los territorios donde 
han sido establecidas. Además, se explorarán alter-
nativas de desarrollo territorial más inclusivas y sos-
tenibles que puedan servir como base para la cons-
trucción de una nueva política pública que supere las 
limitaciones del paradigma neoliberal.
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Para comprender el fracaso de las ZEE en Colom-
bia, es fundamental ubicar estas políticas dentro 
del contexto más amplio de las transformaciones 
neoliberales que han caracterizado el desarrollo la-
tinoamericano desde los años noventa. Las ZEE no 
son simplemente instrumentos técnicos de políti-
ca económica, sino manifestaciones territoriales de 
una visión particular del desarrollo que privilegia la 
liberalización comercial, la desregulación laboral y 
la competencia entre territorios por la atracción de 
capital móvil (Harvey, 2007).

El modelo de ZEE adoptado en Colombia se fun-
damenta en tres pilares conceptuales que reflejan 
los principios neoliberales: la creación de "ventajas 
competitivas artificiales" a través de exenciones tri-
butarias, la flexibilización de las regulaciones labora-
les y ambientales, y la concepción del territorio como 
mero soporte físico para la acumulación de capital. 

Esta visión instrumental del territorio contrasta ra-
dicalmente con enfoques alternativos de desarrollo 
que conciben el espacio como construcción social y 
política, donde las comunidades tienen capacidad 
de agencia para definir sus propias estrategias de de-
sarrollo (Escobar, 2007).

Según datos del Departamento Nacional de Planea-
ción (DNP, 2020), Colombia contaba hasta 2019 con 
106 zonas francas permanentes y especiales distri-
buidas en 24 departamentos, que han recibido in-
versiones acumuladas por más de 8.000 millones de 
dólares entre 2005 y 2020. No obstante, estos indica-
dores aparentemente positivos ocultan una realidad 
más compleja caracterizada por la concentración 
geográfica de los beneficios, la precariedad del em-
pleo generado y la limitada integración con las eco-
nomías locales.

Las Zonas Económicas Especiales (ZEE) como 
Expresión del Neoliberalismo Territorial

***

Tabla 1. 

ZFP y ZFPE francas 2015-2019

AAññoo ZFP ZFPE Año ZFP ZFPE

22000055  YY  22000077 10 2013 22 44

22000077 10 1 2014 32 53

22000088 11 7 2015 33 60

22000099 12 16 2016 34 61

22001100 17 28 2017 39 65

22001111 18 35 2018 39 69

22001122 18 36 2019 38 68

Fuente: Tomado de Boletín Técnico: Comercio exterior y movimiento de mercancías de zonas francas - ZF (p. 2), por 
Departamento Administrativo Nacional de Estadística (DANE), 2019.



5

Revista Propuestas para el Desarrollo, año IX, número IX, noviembre 2025.

Como complemento a la evolución anual —y al 
aumento exponencial— de las zonas francas entre 
2005 y 2019, la siguiente tabla presenta la infor-
mación desagregada por departamento. En ella se 
muestra cuántas zonas existen en cada territorio, el 
año en que se creó la primera y el sector económico 

predominante. Esta mirada por departamentos per-
mite ver en qué zonas del país se concentran las zo-
nas francas, cómo han funcionado desde que fueron 
creadas y cuáles son los sectores económicos que las 
impulsan.

Aunque la cifra de más de 8.000 millones de dóla-
res en inversiones acumuladas —mencionada an-
teriormente— entre 2005 y 2020 puede parecer un 
indicativo de éxito, es necesario examinar con mayor 

detalle cómo se ha distribuido esa inversión y cuál 
ha sido su efecto real en términos de generación de 
empleo. De hecho, gran parte de estas inversiones se 
han concentrado en zonas específicas del país, lo que 

Tabla 2. 

ZEE por región, año de creación y sector de actividad

DDeeppaarrttaammeennttoo NNúúmmeerroo  ddee  ZZEEEE
AAññoo  ddee  ccrreeaacciióónn  ddee  llaa  

pprriimmeerraa  ZZEEEE
SSeeccttoorr  pprriinncciippaall

AAttlláánnttiiccoo 5 2007 Industrial

BBooggoottáá  DD..CC.. 8 1993 Manufactura/Servicios

BBoollíívvaarr 4 2008 Petroquímica

VVaallllee  ddeell  CCaauuccaa 6 2008 Agroindustria

AAnnttiiooqquuiiaa 12 2005 Textil

CCuunnddiinnaammaarrccaa 7 2006 Manufactura

LLaa  GGuuaajjiirraa 3 2010 Minería

MMaaggddaalleennaa 2 2009 Agroindustria

CCóórrddoobbaa 2 2011 Agroindustria

SSuuccrree 1 2012 Agroindustria

OOttrrooss  DDeeppaarrttaammeennttooss 56 2005 Diversos

TToottaall ddee  ZZoonnaass  FFrraannccaass** 106

*Nota: Departamentos como Huila, Nariño, La Guajira, Meta, Caldas, Cauca, Boyacá, Risaralda, Norte de Santander, 
Santander y Quindío también cuentan con zonas francas, y se incluyen en la categoría “Otros departamentos” en la tabla.
Fuente: Elaboración propia basada en datos del DNP (2020).
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La Zona Franca de Bogotá, por ejemplo, estableci-
da en 1993 y expandida significativamente después 
de 2005, ilustra perfectamente las contradicciones 
del modelo. A pesar de generar aproximadamen-
te 15.000 empleos directos y concentrar el 12% de 
las exportaciones no tradicionales del país (ANDI, 
2021), su impacto en el desarrollo territorial de la re-
gión ha sido limitado. Los empleos generados se ca-
racterizan por su baja remuneración —en promedio 
40% inferior al salario promedio del sector manufac-
turero bogotano— y por la alta rotación laboral, lo 
que impide la acumulación de capital humano y la 
generación de capacidades productivas endógenas 
(Fedesarrollo, 2019).

Si bien la Zona Franca de Bogotá ha generado alre-
dedor de 15.000 empleos directos y concentra el 12% 
de las exportaciones no tradicionales del país, estos 
logros no se han traducido en un impacto significa-
tivo en el desarrollo territorial de la región (ANDI, 
2021). Esta desconexión entre los indicadores ma-
croeconómicos y los efectos reales sobre el entorno 
local sugiere una debilidad estructural del modelo. 
Para ilustrar mejor esta situación, a continuación, se 
presenta una tabla comparativa entre la Zona Fran-
ca de Bogotá y el sector manufacturero bogotano, 
donde se evidencian diferencias clave que ayudan a 
comprender los límites del aporte de esta zona al de-
sarrollo regional.

limita su impacto positivo en las economías regiona-
les y en el desarrollo equitativo. Además, el empleo 
generado en estas zonas suele caracterizarse por su 
baja calidad y por una alta rotación. A continuación, 

se presenta una tabla que resume la inversión acu-
mulada y los empleos directos e indirectos genera-
dos en las zonas francas durante este periodo —2005 
a 2020—.

Tabla 3. 

Zonas Francas, inversión y empleo

PPeerrííooddoo
IInnvveerrssiióónn  AAccuummuullaaddaa  

((mmiilllloonneess  UUSSDD))
EEmmpplleeoo  DDiirreeccttoo EEmmpplleeoo  IInnddiirreeccttoo

22000055--22001100 2.800 85.000 127.500

22001111--22001155 3.200 125.000 187.500

22001166--22002200 2.000 95.000 142.500

TToottaall  eennttrree::  22000055--22002200 88..000000 330055..000000 445577..550000

Fuente: Elaboración propia basada en datos de ANDI (2021) y DNP (2020).
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Tabla 4. 

Características del empleo en las Zonas Francas

IInnddiiccaaddoorr
ZZoonnaa  FFrraannccaa  

BBooggoottáá
SSeeccttoorr  MMaannuuffaaccttuurreerroo  

BBooggoottáá
DDiiffeerreenncciiaa  ((%%))

SSaallaarriioo  PPrroommeeddiioo  ((CCOOPP)) 950.000 1.580.000 -40

RRoottaacciióónn  LLaabboorraall  AAnnuuaall  ((%%)) 35 18 94

TTrraabbaajjaaddoorreess  ccoonn  EEdduuccaacciióónn  
SSuuppeerriioorr  ((%%))

15 35 -57

IInnvveerrssiióónn  II++DD  ((%%  iinnggrreessooss)) 0,2 0,8 -75

EEnnccaaddeennaammiieennttooss  LLooccaalleess  ((%%)) 23 65 -65

Fuente: Elaboración propia basada en Fedesarrollo (2019) y ANDI (2021).

Tabla 5. 

Salarios en Zonas Francas vs. resto de localizaciones

RReeggiióónn SSaallaarriioo  ZZEEEE  
((CCOOPP))

SSaallaarriioo  SSeeccttoorr  
RReegguullaarr  ((CCOOPP)) BBrreecchhaa  ((%%)) BBeenneeffiicciiooss  

AAddiicciioonnaalleess  ZZEEEE

BBooggoottáá 950.000 1.580.000 -40 Limitados

AAttlláánnttiiccoo 850.000 1.200.000 -29 Básicos

VVaallllee  ddeell  CCaauuccaa 900.000 1.350.000 -33 Limitados

AAnnttiiooqquuiiaa 920.000 1.400.000 -34 Básicos

BBoollíívvaarr 800.000 1.100.000 -27 Básicos

PPRROOMMEEDDIIOO  NNAACCIIOONNAALL 884.000 1.326.000 -33 Por debajo del 
promedio

Fuente: Elaboración propia con datos de Fedesarrollo (2019).

No obstante, todo lo anteriormente expuesto, una 
de las principales críticas al modelo de zonas francas 
sigue siendo la baja calidad del empleo que generan. 
En el caso de la Zona Franca de Bogotá —ya ana-
lizada en la tabla anterior—, los trabajos tienden a 
estar mal remunerados y presentan altos niveles de 
rotación, lo que significa que los empleados no per-
manecen mucho tiempo en sus cargos. Esta situación 

dificulta la consolidación de procesos de aprendizaje 
continuo y la acumulación de capital humano, fun-
damentales para el desarrollo productivo sostenible 
(Fedesarrollo, 2019). En promedio, los salarios ofre-
cidos en esta zona son 40% inferiores a los del sector 
manufacturero convencional en Bogotá, lo que evi-
dencia una marcada precarización laboral, como se 
observa en la siguiente tabla:
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Además, la integración con la economía regional 
ha sido superficial, limitándose principalmente a 
la provisión de servicios básicos y mano de obra no 
calificada. Las empresas ubicadas en la zona franca 
mantienen escasos encadenamientos productivos 
con las pequeñas y medianas empresas locales, re-
produciendo enclaves económicos que extraen valor 
del territorio sin contribuir significativamente a su 
desarrollo integral (PNUD, 2018).

La situación se agrava cuando se analizan los costos 
fiscales del modelo. Según cálculos de la Dirección 

de Impuestos y Aduanas Nacionales (DIAN, 2020), 
las exenciones tributarias otorgadas a las zonas fran-
cas representaron en 2019 un gasto tributario de 
aproximadamente 1.8 billones de pesos, equivalente 
al 0.17% del PIB nacional. Estos recursos, que dejan 
de ingresar al erario público, podrían haberse des-
tinado a inversión social, infraestructura educativa 
o programas de desarrollo rural que habrían tenido 
impactos más redistributivos y sostenibles.

Tabla 6. 

Gasto tributario en las ZEE. 2015-2020

AAññoo
GGaassttoo  

TTrriibbuuttaarriioo  ZZEEEE  
((BBiilllloonneess  CCOOPP))

%%  ddeell  PPIIBB
EEqquuiivvaalleennttee  eenn  iinnvveerrssiióónn  ssoocciiaall  

ppoossiibbllee

22001155 1,2 0,12 Construcción 240 colegios

22001166 1,4 0,13 Construcción 280 colegios

22001177 1,5 0,14 Construcción 300 colegios

22001188 1,6 0,15 Construcción 320 colegios

22001199 1,8 0,17 Construcción 360 colegios

22002200 1,3 0,13
Construcción 260 colegios 

(COVID)

PPRROOMMEEDDIIOO 1,47 0,14 Construcción 294 colegios/año

Fuente: Elaboración propia basada en DIAN (2020).

El Caso del Caribe Colombiano: Promesas Incumplidas

***

El Caribe colombiano, ha sido una de las regiones 
donde el modelo de ZEE ha sido promovido con 
mayor intensidad como solución a los problemas es-
tructurales de pobreza, desempleo y atraso económi-
co. Hasta mediados de 2021, la región contaba con 

23 zonas francas distribuidas en los departamentos 
de Atlántico, Bolívar, Córdoba, La Guajira, Magda-
lena y Sucre, que han sido presentadas como motores 
de transformación productiva y convergencia regio-
nal (MinComercio, 2021).
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No obstante, los resultados distan mucho de las 
expectativas iniciales. Un análisis detallado de los 
principales indicadores socioeconómicos regionales 
muestra que, lejos de generar convergencia, las ZEE 
han contribuido a profundizar las desigualdades in-
trarregionales y a consolidar patrones de desarrollo 
concentrador y excluyente.

La Zona Franca de Cartagena, establecida en 2007 
como parte de la estrategia de diversificación econó-
mica de la ciudad, ilustra las limitaciones del mode-
lo. A pesar de albergar empresas de sectores como 
petroquímica, metalmecánica y servicios logísticos, 
con inversiones superiores a los 500 millones de 
dólares, su contribución al desarrollo territorial ha 
sido marginal (Cámara de Comercio de Cartagena, 
2020). Los empleos generados -aproximadamente 
8.000 directos- se caracterizan por su precariedad: 
el 67% son contratos a término fijo con salarios que 
oscilan entre 1 y 1.5 salarios mínimos, sin posibili-
dades reales de ascenso profesional o adquisición de 
competencias técnicas avanzadas.

Más preocupante aún es el impacto ambiental de es-
tas operaciones. La concentración de actividades in-
dustriales en espacios geográficos reducidos, sin una 

planificación territorial integral, ha generado pro-
blemas de contaminación del aire y el agua que afec-
tan desproporcionalmente a las comunidades más 
vulnerables de la región. El caso de Mamonal, donde 
se ubican varias empresas de la zona franca petro-
química, ha sido documentado por organizaciones 
ambientales como ejemplo de injusticia ambiental, 
donde las comunidades afrodescendientes soportan 
los costos ambientales mientras los beneficios eco-
nómicos se concentran en las élites empresariales 
(CENSAT, 2019).

La promesa de transferencia tecnológica, uno de 
los argumentos centrales para la justificación de las 
ZEE, también ha resultado ser un espejismo. Un es-
tudio del Observatorio Colombiano de Ciencia y 
Tecnología (OCyT, 2020) encontró que las empre-
sas ubicadas en zonas francas del Caribe colombia-
no, invierten en promedio 0.3% de sus ingresos en 
investigación y desarrollo, cifra inferior al promedio 
nacional del sector manufacturero (0.5%) y muy por 
debajo de estándares internacionales. La mayoría de 
estas empresas se limitan a operaciones de ensam-
blaje o maquila que requieren baja calificación técni-
ca y ofrecen limitadas posibilidades de aprendizaje 
tecnológico.

Tabla 7. 

Cantidad de ZEE por Departamento, empleos directos, inversión y sector

ZZEEEE DDeeppaarrttaammeennttoo
CCaannttiiddaadd  
ddee  ZZEEEE

EEmmpplleeooss  
DDiirreeccttooss

IInnvveerrssiióónn  
((MMiillll..  UUSSDD))

SSeeccttoorr  PPrriinncciippaall

ZZFF  CCaarrttaaggeennaa Bolívar 8 8.000 500 Petroquímica

ZZFF  BBaarrrraannqquuiillllaa Atlántico 4 12.000 350 Industrial

ZZFF  SSaannttaa  MMaarrttaa Magdalena 3 3.500 180 Agroindustria

ZZFF  VVaalllleedduuppaarr Cesar 1 2.200 120 Agroindustria

ZZFF  SSiinncceelleejjoo Sucre 1 1.800 90 Agroindustria

OOttrraass  ZZEEEE  CCaarriibbee Varios 6 15.500 760 Diversos

TToottaalleess 99 2233 4433..000000 22..000000 VVaarriiaaddooss

Fuente: Elaboración propia con datos de Cámara de Comercio de Cartagena (2020) y MinComercio (2021).
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Desarticulación Territorial y Enclaves Económicos

***

El fenómeno observado en Colombia no es aislado, 
sino que refleja una tendencia regional más amplia 
donde movimientos y líderes de izquierda han ga-
nado una visibilidad importante como respuesta a 
la persistente disparidad. En países como México, 
Bolivia, Uruguay, Chile y Brasil,6 entre otros, se han 
visto victorias electorales de candidatos que prome-
ten políticas redistributivas y un enfoque más inter-
vencionista del Estado en la economía.

Uno de los fracasos más evidentes de las ZEE en Co-
lombia ha sido su incapacidad para generar articu-
laciones productivas que dinamicen las economías 
regionales y promuevan el desarrollo territorial inte-
gral. Lejos de funcionar como catalizadores de trans-
formación productiva, las ZEE han operado como 
enclaves económicos que extraen recursos y mano de 

6  Estas victorias electorales, incluyen a presidentes como: Claudia Sheinbaum (México, asumió el 1 de octubre de 2024), Luis Arce 
(Bolivia, , asumió el 8 de noviembre de 2020), Yamandú Orsi (Uruguay, asumió el 1 de marzo de 2025), Gabriel Boric (Chile, asumió el 11 de 
marzo de 2022) y Luiz Inácio Lula da Silva (Brasil, asumió el 1 de enero de 2023).

obra de sus territorios de implantación sin generar 
efectos multiplicadores significativos.

Esta desarticulación se manifiesta de múltiples for-
mas. En primer lugar, las ZEE han privilegiado la im-
portación de insumos y tecnologías por encima de 
la integración con proveedores locales. Según datos 
de la Asociación Nacional de Zonas Francas (ANZF, 
2020), apenas el 23% de las compras de insumos de 
las empresas ubicadas en ZEE se realizan a proveedo-
res nacionales, y de este porcentaje, menos del 40% 
corresponde a empresas de las regiones donde están 
ubicadas las zonas francas. Esta baja integración lo-
cal refleja no solo las limitaciones competitivas de 
las economías regionales, sino también la ausencia 
de políticas deliberadas para promover encadena-
mientos productivos.

Tabla 8. 

Origen de los proveedores de las ZEE

RReeggiióónn  ZZEEEE
CCoommpprraass  

TToottaalleess  ((%%))
PPrroovveeeeddoorreess  

NNaacciioonnaalleess  ((%%))
PPrroovveeeeddoorreess  
LLooccaalleess**((%%))

PPrroovveeeeddoorreess  
IInntteerrnnaacciioonnaalleess  ((%%))

CCaarriibbee 100 25 8 75

BBooggoottáá--
CCuunnddiinnaammaarrccaa

100 28 12 72

VVaallllee  ddeell  CCaauuccaa 100 20 6 80

AAnnttiiooqquuiiaa 100 30 15 70

OOttrraass  RReeggiioonneess 100 18 5 82

PPRROOMMEEDDIIOO  
NNAACCIIOONNAALL

100 23 9 77

*Nota: Los proveedores locales están incluidos dentro del total de proveedores nacionales. Sin embargo, en este caso se 
consideran locales aquellos proveedores ubicados en la misma región donde opera la Zona Económica Especial.
Fuente: Elaboración propia con datos de ANZF (2020).
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Impactos Socio ambientales y Conflictos Territoriales

***

El caso de la Zona Franca del Pacífico en Valle del 
Cauca ejemplifica esta problemática. Establecida en 
2008 con el objetivo de aprovechar la posición geoes-
tratégica del puerto de Buenaventura para el comer-
cio con Asia, la zona ha logrado atraer empresas de 
sectores como agroindustria, manufactura ligera y 
servicios logísticos. No obstante, su impacto en el 
desarrollo del Valle del Cauca ha sido limitado debi-
do a la escasa articulación con las cadenas producti-
vas regionales.

Un estudio realizado por la Universidad del Valle 
(2019) encontró que las empresas de la zona franca 
mantienen vínculos económicos más estrechos con 
proveedores de Bogotá y Medellín que con empresas 
vallecaucanas, reproduciendo patrones de concen-
tración económica que refuerzan las desigualdades 
territoriales. Además, la mayoría de los trabajadores 
calificados de la zona franca residen en Cali y se des-
plazan diariamente a Buenaventura, lo que limita los 
efectos multiplicadores del consumo en la economía 
local.

Esta desarticulación territorial se ve agravada por la 
ausencia de políticas complementarias que promue-
van el desarrollo de capacidades locales. A diferencia 
de, experiencias exitosas de ZEE en países como Ir-
landa o Singapur, donde estas zonas fueron articu-
ladas con políticas de formación técnica, desarrollo 
tecnológico y fortalecimiento de pequeñas empre-
sas, en Colombia las ZEE han operado como islas de 
"modernidad" en medio de territorios que mantie-
nen estructuras productivas tradicionales y limita-
das capacidades institucionales (UNCTAD, 2019).

La falta de articulación también se evidencia en la 
débil integración de las ZEE con las estrategias de 
desarrollo territorial de los gobiernos locales y re-
gionales. Los planes de desarrollo departamentales y 
municipales rara vez incorporan las ZEE como com-
ponentes de una estrategia integral de desarrollo, li-
mitándose a considerarlas como fuentes de empleo y 
recursos fiscales sin examinar críticamente su contri-
bución al desarrollo territorial sostenible.

La implementación de ZEE en Colombia ha gene-
rado múltiples conflictos socio ambientales que evi-
dencian las contradicciones del modelo neoliberal, 
de desarrollo territorial. Estos conflictos, frecuente-
mente invisibilizados en las evaluaciones oficiales de 
las ZEE, reflejan las tensiones entre los objetivos de 
acumulación capitalista y los derechos territoriales 
de las comunidades locales.

En la región del Magdalena Medio, la implemen-
tación de la Zona Franca Agroindustrial de Puerto 
Salgar ha generado significativos conflictos con co-
munidades campesinas y pescadoras que han vis-
to afectados sus medios de vida tradicionales. La 
construcción de infraestructura para la zona fran-
ca implicó la desviación de corrientes de agua y la 

ocupación de tierras que tradicionalmente habían 
sido utilizadas para agricultura de pancoger y pesca 
artesanal (CINEP, 2020).

Las comunidades locales denuncian que no fueron 
consultadas adecuadamente sobre el proyecto y que 
los empleos prometidos no se materializaron para la 
población local, que carece de las competencias téc-
nicas requeridas por las empresas de la zona franca. 
En su lugar, han debido enfrentar el incremento del 
costo de vida, la presión sobre los recursos naturales 
y la transformación de sus territorios en función de 
intereses económicos ajenos a sus necesidades y as-
piraciones (ILSA, 2019).
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El caso de La Guajira presenta características aún 
más dramáticas. La implementación de zonas fran-
cas asociadas a la minería del carbón ha exacerbado 
los conflictos territoriales con comunidades wayuu, 
que han visto sus territorios ancestrales transforma-
dos en función de la extracción minera y la expor-
tación. La Zona Franca de Paraguachón, establecida 
para facilitar las operaciones de exportación carbo-
nífera, ha operado sin consulta previa a las comuni-
dades indígenas, violando sus derechos territoriales 
y culturales (ONIC, 2021).

Los impactos ambientales de las ZEE también han 
sido sistemáticamente subestimados en los estu-
dios de factibilidad y las evaluaciones ambientales. 
La concentración de actividades industriales en te-
rritorios ecológicamente frágiles, sin una adecuada 
planificación territorial, ha generado problemas de 
contaminación atmosférica, hídrica y del suelo que 
afectan desproporcionalmente a las poblaciones más 
vulnerables.

En el caso de la Zona Franca de Palmaseca en Valle 
del Cauca, ubicada en proximidades del río Cauca 
y humedales de importancia ecológica regional, las 
operaciones industriales han generado vertimientos 
que han afectado la calidad del agua y han contribui-
do al deterioro de ecosistemas acuáticos. Las comu-
nidades rurales aguas abajo han reportado disminu-
ción en la pesca y afectaciones a sus cultivos, pero 
sus denuncias han tenido escasa resonancia en las 
autoridades ambientales (CVC, 2020).

Estos conflictos socio ambientales evidencian una 
dimensión fundamental del fracaso de las ZEE: su 
incapacidad para integrar consideraciones de justi-
cia ambiental y derechos territoriales en su diseño e 
implementación. El modelo neoliberal, de ZEE con-
cibe el territorio exclusivamente como factor de pro-
ducción, ignorando su dimensión cultural, ecológica 
y política para las comunidades que lo habitan.

Alternativas de Desarrollo Territorial: Hacia un Modelo Post-Neoliberal

***

La cooperación regional e internacional también 
juega un papel importante en la lucha contra la des-
igualdad y el fortalecimiento de la democracia en 
América Latina. Organismos como la CEPAL, el 
Banco Interamericano de Desarrollo (BID) y la Or-
ganización de Estados Americanos (OEA) pueden 
proporcionar apoyo técnico, financiamiento y es-
pacios de diálogo para abordar desafíos comunes. 
Además, la cooperación Sur-Sur7 dentro de la región 
permite el intercambio de experiencias y mejores 
prácticas en la implementación de políticas sociales 
y económicas. No obstante, es crucial que esta coo-
peración respete la soberanía de cada país y se adap-
te a las realidades locales.

7  Es un modelo de colaboración entre países en desarrollo para fomentar el intercambio de conocimientos, tecnología, experiencias y 
recursos para promover el desarrollo sostenible y la autonomía regional. (Naciones Unidas, 2018).

El fracaso de las ZEE en Colombia no debe interpre-
tarse como evidencia de la imposibilidad de generar 
desarrollo territorial, sino como demostración de las 
limitaciones inherentes al modelo neoliberal, de de-
sarrollo. Existen alternativas teóricas y experiencias 
prácticas que ofrecen horizontes más prometedores 
para la construcción de estrategias de desarrollo te-
rritorial sostenibles, inclusivas y democráticas.

El enfoque de desarrollo territorial rural (DTR) 
propuesto por el Instituto Interamericano de Coo-
peración para la Agricultura (IICA) e implementa-
do en diversos países latinoamericanos ofrece un 
marco conceptual alternativo que privilegia la parti-
cipación comunitaria, la diversificación productiva 
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Propuestas de Política Publica Alternativa

***

endógena y la articulación entre sectores económi-
cos. A diferencia del modelo de ZEE, el DTR conci-
be el territorio como construcción social donde las 
comunidades tienen capacidad de agencia para defi-
nir sus propias estrategias de desarrollo (Schejtman 
y Berdegué, 2004).

En Colombia, experiencias como las de los Progra-
mas de Desarrollo y Paz (PDP) han demostrado la 
viabilidad de enfoques alternativos de desarrollo 
territorial. Estos programas, implementados en re-
giones afectadas por el conflicto armado como el 
Magdalena Medio, Norte de Santander y Oriente 
Antioqueño, han logrado articular iniciativas pro-
ductivas con procesos de construcción de paz, forta-
lecimiento institucional y participación comunitaria 
(Red PRODEPAZ, 2019).

Los PDP han privilegiado la construcción de capa-
cidades endógenas a través de la formación técni-
ca, el fortalecimiento de organizaciones sociales y 
la promoción de encadenamientos productivos que 
articulen pequeños productores con mercados loca-
les y regionales. Sus resultados, aunque modestos en 
términos cuantitativos comparados con las ZEE, han 
sido más sostenibles y han contribuido efectivamen-
te al desarrollo territorial integral.

Una alternativa específica al modelo de ZEE la cons-
tituyen los Distritos Industriales Rurales (DIR), ins-
pirados en la experiencia italiana pero adaptados a 
las condiciones latinoamericanas. Los DIR se fun-
damentan en la articulación entre pequeñas y me-
dianas empresas especializadas en un territorio de-
terminado, que comparten conocimientos técnicos, 

mercados y servicios especializados. A diferencia de, 
las ZEE, los DIR privilegian la innovación endógena, 
la cooperación empresarial y la integración con las 
economías territoriales.

En Colombia, la experiencia del cluster del software 
en Medellín, aunque no constituye formalmente un 
DIR, ilustra las potencialidades de este enfoque. A 
través de la articulación entre universidades, empre-
sas de base tecnológica y gobierno local, Medellín 
ha logrado posicionarse como centro de innovación 
tecnológica en América Latina, generando empleos 
de alta calificación y contribuyendo al desarrollo te-
rritorial integral de la región metropolitana (Ruta N, 
2020).

La economía social y solidaria también ofrece mar-
cos alternativos para el desarrollo territorial que 
trascienden las limitaciones del modelo neoliberal. 
Las cooperativas, empresas sociales y otras formas 
de organización económica solidaria han demostra-
do capacidad para generar desarrollo territorial en-
dógeno, distributivo y ambientalmente sostenible.

En departamentos como Boyacá y Nariño, las coope-
rativas agroindustriales han logrado articular peque-
ños productores en cadenas de valor que mantienen 
la propiedad y el control de los procesos productivos 
en manos de las comunidades locales. Estas expe-
riencias, aunque requieren mayor apoyo institucio-
nal y financiero, ofrecen alternativas reales al mo-
delo de ZEE para regiones con vocación agrícola y 
potencial de transformación productiva (DANSO-
CIAL, 2018).

Graglia (2017) señala que uno de los principales 
desafíos para eliminar la desigualdad y mejorar la 
cooperación —regional e internacional—, es el va-
ciamiento de las democracias, un proceso en el que 
la falta de políticas públicas efectivas y transparentes 

erosiona los fundamentos del sistema democrático. 
En el caso de Colombia, según un informe de Porta-
folio (2024), la economía colombiana ha enfrentado 
un crecimiento estancado y una alta tasa de desem-
pleo, lo que ha exacerbado la crisis social y económica 
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en el país. La implementación de políticas públicas 
transparentes y efectivas es crucial para restaurar la 
confianza en el sistema democrático y mejorar la ca-
lidad de vida de los ciudadanos.

La construcción de alternativas al modelo neolibe-
ral, de ZEE requiere transformaciones profundas en 
el diseño e implementación de políticas públicas de 
desarrollo territorial. Estas transformaciones deben 
orientarse hacia la democratización de la planifica-
ción territorial, el fortalecimiento de capacidades 
endógenas y la construcción de modelos producti-
vos social y ambientalmente sostenibles.

En primer lugar, es fundamental la implementación 
de mecanismos de consulta previa y participación 
comunitaria en todas las iniciativas de desarrollo 
territorial. Las comunidades locales deben tener ca-
pacidad de decisión sobre los modelos de desarrollo 
que se implementan en sus territorios, superando 
la imposición vertical de políticas diseñadas desde 
centros de poder económico y político. Esto impli-
ca el fortalecimiento de instancias de participación 
como los Consejos Territoriales de Planeación y la 
creación de nuevos espacios de deliberación demo-
crática sobre el desarrollo territorial.

En segundo lugar, es necesario el diseño de políticas 
de desarrollo productivo que privilegien la articula-
ción de cadenas de valor territoriales por encima de 
la atracción de inversión extranjera. Esto implica el 
fortalecimiento de pequeñas y medianas empresas 
locales, la promoción de encadenamientos produc-
tivos endógenos y el desarrollo de mercados regio-
nales que reduzcan la dependencia de exportaciones 
primarias.

El Estado debe asumir un papel activo en la cons-
trucción de estas articulaciones productivas, supe-
rando la visión neoliberal, que reduce su función a 
la creación de "condiciones favorables" para la inver-
sión privada. Políticas como la compra pública de 
alimentos a productores locales, el apoyo técnico y 

financiero a empresas asociativas y la inversión en 
infraestructura productiva territorial pueden contri-
buir significativamente al desarrollo endógeno.

En tercer lugar, es fundamental la integración de 
consideraciones ambientales y de justicia territorial 
en todas las políticas de desarrollo. Esto implica la 
evaluación rigurosa de impactos socio ambientales, 
la implementación de mecanismos de compensación 
y reparación para comunidades afectadas, y el dise-
ño de modelos productivos que sean compatible con 
la conservación de ecosistemas y la adaptación al 
cambio climático.

La planificación territorial debe incorporar enfoques 
de ordenamiento territorial que reconozcan la mul-
tifuncionalidad de los espacios rurales y urbanos, 
superando la visión instrumental que reduce el te-
rritorio a mero soporte físico para actividades pro-
ductivas. Esto requiere la articulación entre políticas 
sectoriales -agricultura, industria, minería, turismo- 
y políticas territoriales que consideren las vocacio-
nes y limitaciones específicas de cada región.

Finalmente, es necesario el fortalecimiento de capa-
cidades institucionales territoriales que permitan a 
los gobiernos locales y regionales asumir un papel 
protagónico en la planificación y gestión del desarro-
llo. Esto implica la transferencia de recursos técnicos 
y financieros desde el nivel nacional, pero también 
el desarrollo de capacidades endógenas de planifica-
ción, gestión y evaluación de políticas públicas.

La experiencia internacional muestra que el desarro-
llo territorial exitoso requiere instituciones territo-
riales fuertes, capaces de articular diferentes actores 
sociales y económicos en torno a proyectos de desa-
rrollo compartidos. En Colombia, el fortalecimiento 
de estas capacidades institucionales territoriales es 
condición necesaria para superar el fracaso del mo-
delo neoliberal, de ZEE y construir alternativas más 
democráticas y sostenibles de desarrollo territorial.
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Conclusión

***

El análisis crítico del modelo de Zonas Económi-
cas Especiales (ZEE) en Colombia revela las limi-
taciones estructurales de las políticas neoliberales 
de desarrollo territorial y la necesidad urgente de 
construir alternativas más inclusivas, democráticas 
y sostenibles. Después de más de quince años de im-
plementación, las ZEE han fracasado en cumplir sus 
promesas de generación de empleo de calidad, trans-
ferencia tecnológica e integración productiva regio-
nal, y en cambio, han contribuido a profundizar las 
desigualdades territoriales y a consolidar enclaves 
económicos que extraen valor de los territorios sin 
contribuir a su desarrollo integral.

Los casos analizados -desde la Zona Franca de Bo-
gotá hasta las ZEE del Caribe colombiano- demues-
tran que este fracaso no es resultado de fallas en la 
implementación o diseño técnico, sino de las con-
tradicciones inherentes a un modelo que privilegia 
la acumulación privada de capital por encima del 
desarrollo territorial sostenible. La concepción ins-
trumental del territorio, la desarticulación con las 
economías locales, los impactos socio ambientales 
negativos y la ausencia de participación comunitaria 
constituyen características estructurales del modelo 
neoliberal, de ZEE que no pueden resolverse a través 
de ajustes marginales.

No obstante, el fracaso de las ZEE no debe interpre-
tarse como evidencia de la imposibilidad de generar 
desarrollo territorial en Colombia. Las experiencias 
de desarrollo territorial rural, los distritos industria-
les, la economía social y solidaria, y otras alternativas 
analizadas en este ensayo demuestran que existen 
modelos viables de desarrollo territorial que pueden 
superar las limitaciones del paradigma neoliberal.

La construcción de estas alternativas requiere trans-
formaciones profundas en las políticas públicas que 
van más allá de la simple sustitución de instrumentos 

8  Significa que las empresas o el gobierno gastan dinero en investigar y desarrollar nuevas ideas, productos o tecnologías.

técnicos. Implica la democratización de la planifica-
ción territorial, el fortalecimiento de capacidades 
endógenas, la integración de consideraciones socio 
ambientales y de justicia territorial, y la construcción 
de instituciones territoriales capaces de articular di-
ferentes actores sociales en torno a proyectos de de-
sarrollo compartidos.

En última instancia, la superación del fracaso de las 
ZEE requiere un cambio de paradigma que reconoz-
ca el territorio no como mero soporte físico para la 
acumulación de capital, sino como espacio de cons-
trucción social, cultural y política donde las comu-
nidades tienen derecho a definir sus propias estra-
tegias de desarrollo. Solo desde esta perspectiva será 
posible construir modelos de desarrollo territorial 
que contribuyan efectivamente a la reducción de las 
desigualdades, la construcción de paz y la sostenibi-
lidad ambiental en Colombia.

La problemática analizada en este manuscrito cobra 
aún mayor relevancia al contrastarse con experien-
cias internacionales relativamente exitosas. Mientras 
que en Colombia las zonas económicas especiales 
(ZEE) presentan bajos niveles de integración local, 
salarios por debajo del promedio nacional y una in-
versión muy limitada en desarrollo e investigación, 
países como Costa Rica, Irlanda y Singapur —estos 
dos últimos fuera de la región geográfica de Colom-
bia— han implementado modelos más integrados y 
sostenibles. Estas naciones combinan políticas de-
liberadas de encadenamiento productivo local, sa-
larios competitivos y una sólida inversión en inno-
vación (I+D),8 logrando así niveles de éxito relativo 
altos o muy altos. En contraste, el caso colombiano, 
continúa reflejando un modelo centrado en enclaves 
exportadores con escasa vinculación con las econo-
mías regionales, lo que limita significativamente su 
aporte al desarrollo territorial.
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Tabla 9. 

Éxito relativo de las ZEE en el mundo. Empleo, salarios, integración e I+D

PPaaííss
EEmmpplleeooss  ppoorr  

ZZEEEE  ((PPrroommeeddiioo))
SSaallaarriioo  ZZEEEE  vvss  
NNaacciioonnaall  ((%%))

IInntteeggrraacciióónn  
LLooccaall  ((%%))

II++DD  ((%%  
iinnggrreessooss))

ÉÉxxiittoo  RReellaattiivvoo

CCoolloommbbiiaa 2.900 -33 23 0,3 Bajo

CCoossttaa  RRiiccaa 3.500 -5 65 2,1 Alto

RReepp..  DDoommiinniiccaannaa 2.200 -15 35 0,8 Medio

MMééxxiiccoo 4.200 -8 45 1,2 Medio-Alto

IIrrllaannddaa 1.800 15 85 4,5 Muy Alto

SSiinnggaappuurr 2.500 25 75 6,2 Muy Alto

VViieettnnaamm 3.800 -20 40 1 Medio

Fuente: Elaboración propia basada en UNCTAD, 2019.

Por último, y para cerrar este trabajo sobre las zonas 
económicas especiales, sería imposible para mí pasar 
por alto una reflexión del economista brasileño Celso 
Furtado: "El verdadero desarrollo es principalmente 
un proceso de activación y canalización de fuerzas 
sociales, de avance en la capacidad asociativa, de 

ejercicio de la iniciativa y de la inventiva" (Furtado, 
1982). En Colombia, la construcción de alternativas 
al modelo neoliberal, de las ZEE debe orientarse ha-
cia este mismo objetivo: la activación de las fuerzas 
sociales territoriales como protagonistas de su pro-
pio desarrollo.
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